El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / PARA EMISIÓN DE BONO PENSIONAL / PROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA ORDENAR EMITIR LA RESPUESTA / ENTIDADES INVOLUCRADAS.
Corresponde a esta la Sala decidir si la acción de amparo es procedente para ordenar a las entidades accionadas resolver sobre la solicitud de emisión de bono pensional, elevada por el actor.

El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. (…)
…al tratarse de un bono tipo A corresponde al fondo privado de pensional al que se encuentra afiliado el accionante Rodrigo Naranjo Montes, solicitar la emisión y pago del bono pensional. Para ese fin, Porvenir debía adelantar el trámite de verificación de la historia laboral necesaria para la expedición de ese bono y así procedió; solo que luego de esa actuación, la Oficina de Bonos Pensionales halló una inconsistencia…
De conformidad con la jurisprudencia que antes se transcribió, las entidades competentes están en la obligación de hacerle saber al peticionario de una pensión, dentro de los quince días siguientes a la fecha de radicación el estado en que se encontraba y señalarle a su vez con argumentos razonables la fecha en la que resolvería de fondo la misma. 

En este caso, Porvenir S.A., se abstuvo de proceder en tal forma, pues hasta el momento no ha emitido respuesta formal alguna en la que le haya informado a la accionante al menos la fecha en la que sería resuelta la petición.
… como le asiste razón al recurrente, la Sala revocará la sentencia impugnada en la medida de que en este caso el actor encuentra lesionado su derecho de petición al no haber obtenido una respuesta de fondo a su reclamación, es decir que el debate no se plantea respecto de la posibilidad de emitir el bono pensional como tal, según lo entendió la funcionaria de primera instancia, controversia legal que en principio debe ser dirimida por la justicia ordinaria laboral, sino frente a la falta de definición del trámite de devolución completa de saldos, que involucra la emisión de un bono pensional…
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Acta No. 101 del 13 de marzo de 2020

Expediente No. 66001-31-03-005-2020-00015-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el accionante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 30 de enero último, en la acción de tutela que instauró el señor Rodrigo Naranjo Montes contra la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Porvenir S.A. y Colpensiones, a la cual fueron vinculados el Presidente, el Oficial de Cumplimientos y los Vicepresidentes Jurídico y de Operaciones y Servicios de Porvenir, el Ministro de Hacienda y Crédito Público y los Directores de Contribuciones Pensionales y Egresos, de Nómina, de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales, de Administración de Solicitudes y PQRS y de Estandarización de Colpensiones.   
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 20 de septiembre de 2019 elevó petición ante Porvenir S.A. para obtener la devolución de aportes. A ello procedió porque a pesar de tener la edad requerida para la pensión de vejez, el capital existente en dicho fondo es insuficiente para el acceso a esa prestación.
1.2 En respuesta, Porvenir le consignó los aportes realizados ante esa entidad; sin embargo quedaron pendientes aquellos cotizados ante el ISS, hoy Colpensiones.
1.3 Posteriormente y en vista de la renuencia para emitir contestación, se comunicó telefónicamente con ese fondo de pensiones, donde le informaron que se había formulado requerimiento a Colpensiones en aras de que se llevaran a cabo las correcciones relacionadas con el bono pensional. Para ese fin se fijó un término de 45 días calendario contado a partir del 18 de diciembre de 2019.
1.4 Luego del vencimiento de ese plazo, se ha comunicado de forma reiterada con Porvenir S.A., mas lo único que le responden es que aquella corrección se encuentra en trámite.
1.5 Esa actuación ha quedado suspendida de manera indefinida, a pesar de haber transcurrido cuatro meses desde la presentación de la solicitud y de haberse superado el lapso de 45 días concedido a Colpensiones para llevar a cabo la mencionada corrección, en total desconocimiento de los términos que la ley otorga para resolver aquella clase de reclamaciones.
1.6 Es una persona de la tercera edad y carece de ingresos para satisfacer sus necesidades, motivo por el cual necesita la devolución de saldos para generar una fuente de ganancias que le permita tener una vida digna. 
2. Considera lesionados los derechos de petición, vida digna, debido proceso y seguridad social. Para protegerlos, solicita se ordene: a) a Colpensiones adelantar el trámite de corrección y demás actuaciones tendientes a dar impulso al trámite de bono pensional; b) a Porvenir S.A. y a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, surtir las gestiones necesarias para realizar el desembolso de las sumas correspondientes al bono pensional; c) a esas entidades agotar las actuaciones requeridas frente al trámite de devolución de saldos y d) que la respuesta brindada sea de fondo y oportuna.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 22 de enero se admitió la acción y se ordenó vincular al Ministro de Hacienda y Crédito Público, al Presidente, al Oficial de Cumplimientos y a los Vicepresidentes Jurídico y de Operaciones y Servicios de Porvenir S.A. y a los Directores de Contribuciones Pensionales y Egresos, de Nómina, de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales, de Administración de Solicitudes y PQRS y de Estandarización de Colpensiones.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Directora de Litigios de Porvenir S.A. informó: a) el accionante solicitó la devolución de saldos ante esa entidad. A ello se accedió, pero quedó pendiente el bono pensional a cargo del Ministerio de Hacienda y Crédito Público; b) el mencionado bono es un documento de contenido crediticio que representa en dinero los aportes realizados al sistema pensional previo al traslado al régimen de ahorro individual con solidaridad. Esas cotizaciones componen la historia laboral del afiliado y por tanto se requiere que cada uno de los empleadores públicos certifique el vínculo laboral, a fin de realizar el cálculo del bono; c) recibida esa información se solicita la liquidación provisional del bono al mencionado Ministerio. Obtenido ese cálculo se remite la historia laboral oficial, con el objeto de que sea revisada y, si es del caso, se incluyan los vínculos laborales que no aparecen allí reflejados; d) conformado plenamente el historial laboral, se solicita nuevamente a la Oficina de Bonos Pensionales la liquidación provisionalmente del bono y esta se incluye en el historial que se envía al afiliado, con el fin de que autorice al fondo de pensiones solicitar la emisión del bono ante la entidad competente; e) en este caso, luego de agotados aquellas etapas, el demandante suscribió su historial laboral, en señal de aceptación de la liquidación expedida por aquella Oficina de Bonos Pensionales, y en cumplimiento de sus deberes legales, Porvenir solicitó ante esa Oficina la respectiva emisión. No obstante, a la fecha esa última entidad no ha sufragado el bono a que tiene derecho el actor, a pesar de sus constantes requerimientos, y solo hasta que ello tenga lugar se puede realizar el pago solicitado y f) la entidad que representa no emite ni paga bonos pensionales.  
2.2 El Jefe de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público refirió: a) esa entidad no ha tramitado solicitud alguna en relación con los hechos de la tutela. Estos hacen referencia únicamente a la falta de respuesta de la petición de devolución de saldos formulada ante Porvenir S.A.; b) el accionante tiene derecho a un bono pensional tipo A modalidad 2. Este, según su base de datos, presenta desde el 19 de octubre de 2019 una detención automática, debido a que se presentó un cambio del tiempo válido para bono, es decir que con posterioridad a la fecha en que se solicitó la emisión y redención, se produjo un cambio en la historia laboral del afiliado, debido a las actualizaciones periódicas del archivo laboral masivo que realiza Colpensiones, circunstancia que generó una variación en el valor y porcentaje de participación de la Nación y por tal motivo se detuvo la redención requerida; c) de acuerdo con la última solicitud de liquidación provisional del bono, elevada el 27 de enero de 2020, el historial laboral reportado por Colpensiones y Porvenir, no registra que el accionante hubiere cotizado 150 semanas antes de ingresar al régimen de ahorro individual, tal como lo establece el artículo 3º del Decreto 1748 de 1995, circunstancia por la cual el sistema arroja errores sobre el número de semanas requeridas y la falta de historia laboral válida para bono. Para resolver este último es necesario que el fondo privado de pensiones verifique la existencia de ese historial y reportarlo a Colpensiones o, si el del caso, incluir certificaciones de cotización con empleadores diferentes; d) en aras de hallar los cambios ocurridos en esa historial laboral, se revisó aquel archivo masivo de Colpensiones y se encontró que esa entidad agregó tiempos de trabajo entre el año 1988 y 1989 sin ingresar la correspondiente fecha de retiro, información necesaria para incluir dicho periodo en el cálculo del bono pensional. Por ello, las semanas no suman 150 sino 121,29, las que resultan insuficientes para la inclusión de conformidad con aquel Decreto y el artículo 115 de la Ley 100 de 1993; e) lo procedente es que por parte de Porvenir se cancele la solicitud de emisión y redención del bono pensional, en aras de obtener la correcta consolidación del historial laboral del actor. Luego de lo cual se podrá realizar de nuevo esa petición; f) en este momento no le es posible a esa oficina emitir el bono pensional, pues este se liquidaría con base en un reporte de semanas que presenta inconsistencias, lo cual incide en el valor real que se reconocerá por ese concepto; g) la entidad que representa carece de competencia para enmendar tiempos de trabajo, lo cual es de resorte de Colpensiones, mientras que a Porvenir le corresponde requerir esa corrección y verificar la historia laboral reportada y h) la acción de tutela es improcedente para exigir el reconocimiento o emisión de bonos pensionales, al tratarse de un derecho de contenido económico.
2.3 La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones indicó que el accionante se encuentra afiliado a Porvenir S.A. desde el 14 de junio de 2001. Esa última entidad es la encargada de brindarle al citado señor la información relacionada con el trámite de bonos pensionales. De la revisión del sistema liquidador de bonos pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, emisor de los aportes cotizados al ISS con anterioridad al 1º de abril de 1994, se evidencia un bono tipo A modalidad 2, en estado de detención automática debido a que el beneficiario carece de historia válida para bono. De modo que a Porvenir le corresponde verificar la existencia de ese historial laboral y reportarlo a Colpensiones o incluir la certificación de trabajo con otros empleadores distintos al ISS. Agregó que Colpensiones no participa como emisor ni contribuyente del bono pensional.   
3. Mediante sentencia del 30 de enero último, la juez de conocimiento declaró improcedente el amparo invocado.
Para decidir así, estimó que la acción de tutela no es el medio para solicitar el reconocimiento de bonos pensionales, pues para ese efecto el actor debe acudir a la vía ordinaria. Además, en este caso quien pide el amparo no es una persona de la tercera edad, ni reúne otras calidades que lo hagan merecedor de una protección especial. Tampoco se acreditó que al accionante se le esté causando grave perjuicio a sus derechos fundamentales, en particular su mínimo vital, pues está demostrado que a finales del año pasado recibió la devolución de aportes realizados a Porvenir.  
4. Inconforme con el fallo, el actor lo impugnó. Adujo que con la acción constitucional no busca la declaración de un derecho o la condena a un pago, tal como lo consideró la funcionaria de primera instancia, sino el amparo al derecho de petición y el cumplimiento de los términos otorgados para resolver reclamaciones pensionales; no resulta adecuado que las entidades accionadas con sustento en trámites administrativos, carga que no puede ser asumida por el peticionario, dejen indefinidamente en suspenso la actuación adelantada y por tanto se ha debido analizar si aquel plazo, establecido en cuatro meses, venció sin emitir una decisión de fondo sobre el asunto.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta la Sala decidir si la acción de amparo es procedente para ordenar a las entidades accionadas resolver sobre la solicitud de emisión de bono pensional, elevada por el actor.
3. El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La Corte Constitucional, en relación con el derecho de petición para resolver reclamaciones de reconocimiento pensional, ha dicho:

“Con respecto a este derecho, esta Corporación ha establecido que el núcleo esencial del derecho de petición está conformado por cuatro elementos, a saber: (i) la posibilidad de presentar de manera respetuosa solicitudes ante las autoridades, “sin que estas se nieguen a recibirlas o tramitarlas”; (ii) la potestad de obtener una respuesta pronta y oportuna dentro del término legal; (iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de forma clara, precisa y adecuada; y (iv) el derecho a que la respuesta sea puesta en conocimiento del interesado oficiosamente.

  
Así mismo, este Tribunal constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha determinado que las empresas encargadas de garantizar el acceso a la pensión tienen el deber de responder las peticiones de reconocimiento pensional según los siguientes criterios: 


“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional-incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal; 

 “(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.

 
“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.” 

De acuerdo con lo anterior, es claro que cuando se le solicita el reconocimiento de una pensión a la entidad encargada de ello, ésta última tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y seis meses para tomar las medidas que sean necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. El desconocimiento de dichos términos según lo establece la jurisprudencia constitucional, acarrea vulneración a los derechos fundamentales de petición, mínimo vital y vida digna, por cual se vuelve procedente el amparo constitucional.”
 
4. En el caso bajo estudio se encuentra acreditado que el señor Rodrigo Naranjo Montes, el 20 de septiembre de 2019, solicitó a Porvenir S.A. la devolución de saldos. Entre los documentos aportados con esa reclamación aparece “la historia laboral oficial normalizada y firmada (emisión bono, no bono o incluir correcciones”
.
También que, tal como lo aceptaron las partes, Porvenir procedió a consignarle al actor los aportes que realizó a esa entidad, empero quedaron pendientes por devolución aquellos cotizados al Instituto de los Seguros Sociales, hoy Colpensiones y que deben ser financiados mediante bono pensional.
En la demanda, además, se dijo que ante la falta de resolución sobre esos últimos aportes, el actor se comunicó con Porvenir y allí le informaron que se había requerido a Colpensiones para que realizara las correcciones necesarias dirigidas a expedir el bono pensional y que para ese fin se fijó un término de 45 días calendario; superado este lapso se volvió a comunicar con el fondo privado de pensiones, pero lo único que le contestaron es que el proceso de corrección se encontraba en trámite.

Con las respuestas a la demanda se supo que en este caso Porvenir solicitó la liquidación provisional del bono a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se conformó la historia laboral y esta se le envió al accionante, quien autorizó a Porvenir para que solicitara la emisión del bono y así se procedió; sin embargo, el 19 de octubre de 2019 el sistema de información de la mencionada Oficina aplicó una detención automática, con sustento en que se presentó un cambio del tiempo válido para bono tipo A modalidad 2, que obedeció a las actualizaciones periódicas del archivo laboral masivo que realiza Colpensiones, circunstancia que generó una variación en el valor y porcentaje de participación de la Nación pues el demandante pasó de acreditar 150 semanas a 121,29. 
Para dar continuidad a ese trámite, cada una de las entidades demandadas tiene su propia versión sobre a cuál de ellas le corresponde impulsar la actuación. En efecto, Porvenir señaló que hasta cuando la citada Oficina de Bonos Pensionales no emita el bono, existe impedimento para resolver la cuestión; mientras que esa Oficina informó que es necesario que Porvenir cancele la solicitud inicial de emisión y redención del bono pensional y que formule una nueva, luego de verificar la existencia de la historia laboral y de reportarla a Colpensiones o, si es del caso, incluir certificaciones de cotización con empleadores diferentes; por su parte, Colpensiones también aduce que corresponde a Porvenir verificar la existencia de ese historial laboral y reportarlo o incluir la certificación de trabajo con otros empleadores distintos al ISS. 

5. Dadas esas circunstancias, considera la Sala que las entidades accionadas vulneraron el derecho de petición de la accionante, por las siguientes razones:

5.1 El trámite de emisión del bono pensional se inició desde el 20 de septiembre de 2019, pero a la fecha no define de fondo el asunto, sin que el hecho de existir inconsistencias en la historia laboral justifique diferir indefinidamente la resolución del caso, ya que esa es una carga administrativa que no puede asumir el peticionario. 

5.2 Según se dijo, el trámite está paralizado por el hecho de que el sistema de información de la Oficina de Bonos Pensionales detectó una inconsistencia en el historial laboral del accionante, motivo por el cual, de acuerdo con las manifestaciones de esa entidad y de Colpensiones, le corresponde a Porvenir comprobar la existencia de la historia laboral y reportarla; sin embargo, no se tiene noticia de que la citada Oficina de Bonos Pensionales haya reportado tal situación a Porvenir, pues aquella no dio cuenta de tal hecho y esta no afirmó conocerlo.

5.3 De conformidad con el artículo 48 del Decreto 1748 de 1995, modificado por el 20 del Decreto 1513 de 1998, las entidades administradoras son: “a) El ISS respecto de los bonos tipo B; b) La AFP a la cual esté afiliado el trabajador, respecto a los bonos tipo A, y; c) Las compañías de seguros, en el caso de los planes alternativos de pensiones. Corresponde a las entidades administradoras adelantar por cuenta del afiliado pero sin ningún costo para éste, las acciones y procesos de solicitud de bonos pensionales y de pago de los mismos cuando se cumplan los requisitos establecidos para su redención. Las administradoras estarán obligadas a verificar las certificaciones que expidan las entidades empleadoras o cajas, de tal manera que  cuando sean recibidas por el emisor, sólo sea necesario proceder a la liquidación provisional del bono y a la solicitud de reconocimiento de las cuotas partes, de acuerdo con lo previsto en el artículo 52”.
En este caso, entonces, al tratarse de un bono tipo A corresponde al fondo privado de pensional al que se encuentra afiliado el accionante Rodrigo Naranjo Montes, solicitar la emisión y pago del bono pensional. Para ese fin, Porvenir debía adelantar el trámite de verificación de la historia laboral necesaria para la expedición de ese bono y así procedió; solo que luego de esa actuación, la Oficina de Bonos Pensionales halló una inconsistencia, la cual no ha sido comunicada Porvenir y por tanto esta no ha podido realizar el trámite que le compete, en aras de corregir la historia laboral del actor ante Colpensiones.

5.4 De conformidad con la jurisprudencia que antes se transcribió, las entidades competentes están en la obligación de hacerle saber al peticionario de una pensión, dentro de los quince días siguientes a la fecha de radicación el estado en que se encontraba y señalarle a su vez con argumentos razonables la fecha en la que resolvería de fondo la misma. 

En este caso, Porvenir S.A., se abstuvo de proceder en tal forma, pues hasta el momento no ha emitido respuesta formal alguna en la que le haya informado a la accionante al menos la fecha en la que sería resuelta la petición.
5.5 Al tratarse de un trámite que requiere de la cooperación de varias entidades, ya que además del requerimiento que haga la Oficina de Bonos Pensionales a Porvenir para que corrija la historia laboral, se necesita que esta proceda a hacerlo; que Colpensiones materialice esa enmienda y que la mencionada Oficina emita el bono requerido. Es decir, para definir la cuestión, se requiere la intervención de todas esas autoridades y por lo mismo las órdenes que se expidan para garantizar el derecho conculcado, deberán hacerse extensivas a todas ellas.
6. En consecuencia como le asiste razón al recurrente, la Sala revocará la sentencia impugnada en la medida de que en este caso el actor encuentra lesionado su derecho de petición al no haber obtenido una respuesta de fondo a su reclamación, es decir que el debate no se plantea respecto de la posibilidad de emitir el bono pensional como tal, según lo entendió la funcionaria de primera instancia, controversia legal que en principio debe ser dirimida por la justicia ordinaria laboral, sino frente a la falta de definición del trámite de devolución completa de saldos, que involucra la emisión de un bono pensional; distinto resulta proteger el derecho a formular solicitudes pensionales respetuosas que resolver de fondo sobre el derecho prestacional que se pretende obtener mediante esa reclamación, pues en ese primer caso se debe verificar simplemente si se procedió a resolver de manera oportuna, clara y coherente la petición, lo que aquí no ocurrió, mientras que en el segundo se debe analizar si el afiliado cumplió los requisitos para acceder a la pensión, cuestión que se reitera, en términos generales, escapa de la competencia del juez de tutela.  
7. En estas condiciones, se concederá el amparo al derecho de petición de que es titular el accionante y se ordenará al Presidente de Porvenir S.A., al Director de Contribuciones Pensionales y Egresos de Colpensiones y al Jefe de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público que, en el marco de sus competencias, adelanten las gestiones necesarias para que la primera de esas entidades pueda resolver de fondo la reclamación pensional elevada por el accionante el 20 de septiembre de 2019, lo que deberá hacer en un plazo de dos meses, contados a partir de la notificación de esta providencia.

8. Teniendo en cuenta que en esos funcionarios radica la competencia para adelantar las gestiones del caso se declarará improcedente el amparo, por falta de legitimación, frente a los demás funcionarios vinculados.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 30 de enero de este año, dentro de la acción de tutela promovida por el señor Rodrigo Naranjo Montes contra la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Porvenir S.A. y Colpensiones, a la cual fueron vinculados el Presidente, el Oficial de Cumplimientos y los Vicepresidentes Jurídico y de Operaciones y Servicios de Porvenir, el Ministro de Hacienda y Crédito Público y los Directores de Contribuciones Pensionales y Egresos, de Nómina, de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales, de Administración de Solicitudes y PQRS y de Estandarización de Colpensiones.   

SEGUNDO: Se concede el amparo al derecho de petición de que es titular el accionante y para protegerlo, se ordena al Presidente de Porvenir S.A., al Director de Contribuciones Pensionales y Egresos de Colpensiones y al Jefe de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público que, en el marco de sus competencias, adelanten las gestiones necesarias para que la primera de esas entidades pueda resolver de fondo la reclamación pensional elevada por el accionante el 20 de septiembre de 2019, lo que deberán hacer en un plazo de dos meses, contados a partir de la notificación de esta providencia.

TERCERO: Se declara improcedente el amparo frente al Ministro de Hacienda y Crédito Público, el Oficial de Cumplimientos y los Vicepresidentes Jurídico y de Operaciones y Servicios de Porvenir S.A., y los Directores de Nómina, de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales, de Administración de Solicitudes y PQRS y de Estandarización de Colpensiones.   

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver Sentencias T-208 de 2012 , T-411 de 2010 y T-173 de 2013 


� Ver Sentencias SU-97 de 2003 , T-081 de 2007 , T-1128 de 2008 y T-41 de 2010 


� Ver Sentencias SU-975 de 2013 y T-208 de 2012 


� Sentencia T-511 de 2014, MP: Dr. Alberto Rojas Ríos


� Folio 13 cuaderno No. 1
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